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2. Dado lo anteriormente expuesto, los artículos 200 de la Ley Hipo-
tecaria y 208 de su Reglamento establecen los medios para registrar el 
exceso de cabida de una finca, es decir, hacer constar en el registro una 
superficie superior a la inscrita. Por ello, para tal inscripción ha de 
seguirse alguno de los procedimientos señalados, lo que en el caso pre-
sente no se hace, pues la recurrente se limita a decir que la medida real de 
la finca es la que se dice en la escritura, sin que tal aseveración, sin prueba 
de ningún tipo, sea suficiente para la rectificación solicitada.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso interpuesto.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el juzgado de lo Civil de la capital de la Provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su noti-
ficación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 16 de octubre de 2008.–La Directora General de los Registros 
y del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 18046 RESOLUCIÓN de 17 de octubre de 2008, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto por doña Cristina Rodríguez del Pozo, contra 
la negativa del registrador de la propiedad n.º 18 de 
Madrid, a inscribir una instancia privada de manifesta-
ción de herencia.

En el recurso interpuesto por doña Cristina Rodríguez del Pozo contra la 
negativa del registrador de la Propiedad n.º 18 de Madrid, D. Manuel Hernán-
dez-G. Mancha a inscribir una instancia privada de manifestación de herencia.

Hechos

I

Se presenta en el Registro de la Propiedad testamento del titular regis-
tral en el que manifiesta estar viudo de sus primeras nupcias, de cuyo 
matrimonio tiene dos hijos, estando casado en segundas nupcias con la 
ahora recurrente. En dicho testamento, después de declarar que sus dos 
hijos han recibido con anterioridad más de lo que por legítima les corres-
ponde, instituye única y universal heredera a su esposa. Acompaña mani-
festación privada en la que, después de declarar que el único bien es una 
vivienda que tiene carácter ganancial, previa adjudicación de una mitad 
de la misma en la liquidación de la sociedad conyugal, se adjudica la otra 
mitad como tal heredera única.

II

El Registrador rechaza la práctica de la inscripción en méritos de la 
siguiente nota de calificación: «Hechos: 1.º Se presenta instancia privada 
suscrita por doña C.R.D.P., en la que manifiesta que su esposo Don F.D.D.L.C. 
falleció en Albacete el día 30 de Julio de 2002 con testamento autorizado el 21 
de septiembre de 2001 ante el Notario de dicha localidad don Francisco 
Mateo Varela, cuya copia se acompaña, en la que el testador declara que está 
viudo de sus primeras nupcias con doña C.M.B. con la que tuvo dos hijos, 
llamados F. y J.A.D.M. y que está casado en segundas nupcias con la solici-
tante doña C.R.D.P., de cuyo matrimonio no tiene sucesión. 2.º En la cláu-
sula primera del testamento se expresa: «Nada deja a sus hijos F. y J.A. por 
haber recibido los mismos del testador, con anterioridad a este otorgamiento, 
bienes por valor a lo que por su legítima les corresponde». Por la cláusula 
segunda: «Instituye y nombra como su única y universal heredera a su men-
cionada esposa doña C.R.D.P.». 3.º Puestos en contacto telefónico con el 
presentante, se le comunicó que el funcionario que suscribe entendía en pri-
mer término, que no estábamos ante un caso de heredero único y, en segundo 
lugar y como consecuencia, procedía el otorgamiento de escritura pública de 
partición de herencia con intervención de los hijos del causante. 4.º El 
pasado día 28 se recibió por fax en este Registro escrito del presentante en el 
que se sostenía la procedencia de la instancia privada; se entendía que había 
prescrito el derecho de los hijos para reclamar su legítima y se solicitaba, en 
fin, la calificación del documento. Fundamentos de derecho: 1.º Como se 
advirtió en primer término al presentante, no estamos ante un caso de los 
susceptibles de inscribir mediante instancia privada, habida cuenta de la 
existencia de legitimarios, razón por la que no podemos incardinar la cues-
tión el párrafo 3.º del art. 14 de la Ley Hipotecaria cuando dice: «Cuando se 
tratare de heredero único y no exista ningún interesado con derecho a legí-
tima … el título de la sucesión, acompañado de los documentos a que se 
refiere el art. 16 de esta Ley, bastará para inscribir directamente a favor del 
heredero los bienes y derechos de que el Registro era titular el causante». 
Precepto éste que se completa y desarrolla con el art. 79 del Reglamento 

Hipotecario cuando dice: «Podrán inscribirse a favor de heredero único y a 
su instancia … los bienes y derechos que estuvieren inscritos a nombre del 
causante, cuando no exista legitimario…». 2.º Abundando en los argumen-
tos anteriores se puede citar una reciente RDG de 25 de Febrero de 2008, 
publicada en el BOE de 15 de Marzo, que versa sobre un supuesto análogo 
por cuanto se trata de una escritura de aceptación de herencia y adjudicación 
realizada en base a un testamento en el que la causante nombra heredera por 
partes iguales a dos de sus tres hijas, afirmando que a la tercera le donó una 
finca con lo que quedó satisfecha y por eso se prescinde de su consenti-
miento. En este caso el Centro Directivo resuelve indicando que la legítima 
en nuestro Derecho común se configura generalmente como una «pars bono-
rum» y se entiende como una parte de los bienes relictos que, por cualquier 
título debe recibir el legitimario… De ahí que se imponga la intervención del 
legitimario en la participación, dado que tanto el inventario de bienes, como 
el avalúo y el cálculo de la legítima son operaciones en las que ha de estar 
interesado el legitimario, para preservar la intangibilidad de su legítima. 
3.º En cuanto al argumento del presentante de que, en todo caso ha pres-
crito la acción de los herederos para exigir el pago de la legítima, hay que 
decir que es doctrina reiteradísima de la Dirección General de los Registros 
el que el Registrador no puede calificar esta prescripción, tarea reservada a 
los órganos jurisdiccionales, habida cuenta de que con los limitados medios 
con los que cuenta para realizar su labor no puede saber, entre otras cosas, si 
dichos plazos prescriptivos han podido ser interrumpidos por aquellos a 
quienes la interrupción perjudica. No procede tomar anotación preventiva. 
La anterior nota de calificación podrá ser objeto del recurso potestativa-
mente ante la Dirección General de los Registros y del Notariado o ser impug-
nada directamente ante los Juzgados de la capital de la provincia en que esté 
situado el inmueble, siendo de aplicación las normas del juicio verbal. El 
recurso, en el caso de que el recurrente opte por iniciarlo ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, se presentará en este Registro para 
remisión a dicho Centro Directivo, debiéndose acompañar al escrito del 
recurso el título objeto de la calificación, en original o por testimonio, y una 
copia de la calificación efectuada. El recurso debe interponerse en el plazo 
de dos meses, en el caso de que se interponga directamente ante el Juzgado 
competente, o en el plazo de un mes cuando se interponga ante la Dirección 
General de los Registros y del Notariado. Contándose, en cualquier caso, 
dichos plazos desde la notificación de la calificación recurrida. Asimismo se 
advierte de la posibilidad de solicitar la intervención de Registrador sustituto, 
en el plazo de quince días, conforme al artículo 19 Bis de la Ley Hipotecaria y 
el R.D. 1039/2003 de 1 de Agosto. El asiento de presentación queda prorro-
gado automáticamente por un plazo de sesenta días a contar de la última de 
las notificaciones de la presente calificación negativa. Conforme a la Ley 
Orgánica 15/1999, se informa que los datos de las partes se incorporan a los 
ficheros automatizados existentes en el Registro, conservándose con carác-
ter confidencia, sin perjuicio de remisiones de obligado cumplimiento, para 
realizar las funciones propias de la actividad registral. La identidad del Regis-
trador responsable será la del titular del Registro en cada momento. Madrid, 
8 de abril de 2008. El Registrador, Manuel Hernández-G. Mancha.»

III

La solicitante recurre la calificación alegando el artículo 14 de la Ley 
Hipotecaria que permite en esta forma la titulación para la inscripción a 
favor del heredero único y que no existen derechos legitimarios de los hijos 
por haber prescrito. Conforme al artículo 15, b, 3.º de la Ley Hipotecaria.

IV

El Registrador emitió el informe correspondiente el 30 de junio de 2008 
y elevó el expediente a este Centro Directivo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 807, 1057 y 1058 del Código Civil, así como las 
Resoluciones de este Centro Directivo de 15 de febrero de 2000, 4 de 
mayo y 15 de octubre de 2005, 1 de marzo y 26 de mayo de 2006, 31 de 
enero de 2007 y 25 de febrero de 2008.

1. Como cuestión formal previa, relativa a la forma de la calificación, 
debe recordarse que las normas reguladoras del procedimiento de califi-
cación registral excluyen inequívocamente la posibilidad de una califica-
ción verbal o con formalidades menores que las legalmente establecidas 
y la pretendida existencia de una fase previa de calificación material no 
sujeta a tales formalidades. Así resulta palmariamente no sólo de la letra 
del artículo 19 bis de la Ley Hipotecaria –introducido por la Ley 24/2001, 
de 27 de diciembre–, al exigir en todo caso que la «calificación negativa» 
deba ser firmada por el Registrador y tenga el contenido formal en dicha 
norma establecido (de modo que, además, es esa calificación la que ha de 
ser objeto de la notificación impuesta por el artículo 322 de la Ley Hipote-
caria), sino también de la interpretación sistemática y finalista de dicha 
normativa, dirigida como está al aumento de las garantías del interesado 
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en la inscripción y al incremento de la celeridad del procedimiento regis-
tral. Por lo demás, esta interpretación resulta confirmada por lo estable-
cido en el párrafo segundo del artículo 18 de la Ley Hipotecaria, según ha 
sido redactado por la Ley 24/2005, de 18 de noviembre, al prevenir que el 
plazo máximo para inscribir el documento será de quince días contados 
desde la fecha del asiento de presentación. Y de todo ello se deriva que, 
de proceder de otro modo, ha de entenderse que se trata de una califica-
ción incompleta, con las consecuencias de toda índole que se derivan de 
tal circunstancia –cfr. artículo 313, apartados A).h), B).b) y j), y C), de la 
Ley Hipotecaria-(vid. la Resolución de 26 de mayo de 2006).

2. El primero de los defectos, consistente en la falta de intervención de 
los legitimarios, ha de ser mantenido, puesto que, como ha dicho anterior-
mente este Centro Directivo (vid. resoluciones citadas en el «vistos»), la 
especial cualidad del legitimario en nuestro Derecho común, caso de que 
exista en una sucesión, hace imprescindible su concurrencia para la adjudi-
cación y partición de la herencia, a falta de persona designada por el testa-
dor para efectuar la liquidación y partición de herencia (art. 1057.1 el 
Código Civil), de las que resulte que no perjudica la legítima de los herede-
ros forzosos. En efecto la legítima en nuestro Derecho común (y a diferen-
cia de otros ordenamientos jurídicos nacionales, como el catalán) se confi-
gura generalmente como una «pars bonorum», y se entiende como una 
parte de los bienes relictos que por cualquier título debe recibir el legitima-
rio, sin perjuicio de que, en ciertos supuestos, reciba su valor económico o 
pars valoris bonorum. De ahí, que se imponga la intervención del legitima-
rio en la partición, dado que tanto el inventario de bienes, como el avalúo y 
el cálculo de la legitima, son operaciones en las que ha de estar interesado 
el legitimario, para preservar la intangibilidad de su legítima.

3. En cuanto a la alegación de la recurrente de que ha transcurrido el 
plazo de cinco años, y, por ello, ha prescrito el derecho de los legitimarios, 
por aplicación del artículo 15 de la Ley Hipotecaria, ignora dicha recu-
rrente que tal precepto no es aplicable al presente supuesto y que, aunque 
tal fuese el plazo aplicable, el Registrador no pue3de, según reiteradísima 
doctrina de esta Dirección calificar la prescripción, habida cuenta de los 
limitados medios que puede emplear para realizar su función calificadora.

En consecuencia, esta Dirección General ha acordado desestimar el 
recurso interpuesto.

Contra esta Resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de la Capital de la Provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su noti-
ficación siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 17 de octubre de 2008.–La Directora General de los Registros 
y del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 18047 ORDEN JUS/3200/2008, de 22 de octubre, por la que se 
manda expedir, sin perjuicio de tercero de mejor derecho, 
Real Carta de Sucesión en el título de Marqués de Monte-
sacro, a favor de don Manuel Taboada Fernández.

Visto lo prevenido en el Real Decreto de 27 de mayo de 1912, de confor-
midad con los informes emitidos por la Diputación de la Grandeza de 
España y por la Subsecretaría de este Departamento y de acuerdo con el 
Consejo de Estado, este Ministerio, en nombre de S. M. el Rey (q. D. g.), ha 
tenido a bien disponer que, previo pago del impuesto correspondiente, se 
expida, sin perjuicio de tercero de mejor derecho, Real Carta de Sucesión 
en el título de Marqués de Montesacro, a favor de don Manuel Taboada 
Fernández, por fallecimiento de su padre, don Manuel Taboada Roca.

Madrid, 22 de octubre de 2008.–El Ministro de Justicia, Mariano Fer-
nández Bermejo. 

MINISTERIO DE DEFENSA
 18048 RESOLUCIÓN 1A0/38225/2008, de 29 de septiembre, del 

Centro Criptológico Nacional, por la que se certifica la 
seguridad del producto EP430S, versión 1.26.40, desarro-
llado por Epicom, S. A.

Recibida en el Centro Criptológico Nacional la solicitud presentada por 
Epicom, S. A., con domicilio social en Pol. Ind. Los Ángeles, Autovía de Anda-
lucía Km. 12.700, 28906 Getafe (Madrid), para el mantenimiento del certificado 

de la versión 1.24.28 del cifrador IP EP430S, para hacerlo extensible a la ver-
sión 1.26.40 del mismo producto, conforme al entorno de uso, garantías y limi-
taciones indicadas en la correspondiente Declaración de Seguridad: «Declara-
ción de Seguridad del EP430S, D938, Ed15, Revisión 34», de 26/02/07.

Visto el informe de análisis de Impacto de los cambios introducidos en 
la versión 1.26.40 del EP430S, de referencia: D1236 «EP430S Informe de 
impacto cambio de V1.24 A V1.26» Ed6, Rev. 39, de 19 de febrero de 2008, 
que determina que los cambios citados no tienen impacto alguno en las 
propiedades de seguridad del producto previamente certificado, EP430S 
v1.24.28, según las normas «Common Criteria for Information Technology 
Security Evaluation» y «Common Methodology for Information Techno-
logy Security Evaluation», en su versión 2.3.

Visto el correspondiente Informe de Mantenimiento del Centro Cripto-
lógico Nacional, de código «INF-289», que determina el cumplimiento del 
producto EP430S, v1.26.40, de los requisitos para la certificación de su 
seguridad exigidos por el Reglamento de Evaluación y Certificación de la 
Seguridad de las Tecnologías de la Información, aprobado por la orden 
PRE/2740/2007, de 19 de septiembre.

De acuerdo con las facultades que me confiere la Ley 11/2002, regula-
dora del Centro Nacional de Inteligencia, al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 1 y artículo 2, párrafo 2, letra c, del Real Decreto 421/2004, de 12 
de marzo, por el que se regula el Centro Criptológico Nacional, al objeto 
de resolver la solicitud de certificación mencionada, dispongo:

Primero.–Certificar que la seguridad del producto EP430S, versión 
1.26.40, cumple con lo especificado en la Declaración de Seguridad de la 
versión 1.24.28 del mismo producto, de referencia «Declaración de Segu-
ridad del EP430S, D938, Ed15, Revisión 34», de 26/02/07, y según exigen 
las garantías definidas en las normas «Common Criteria for Information 
Technology Security Evaluation» y «Common Methodology for Informa-
tion Technology Security Evaluation», en su versión 2.3, para el nivel 
EAL4+ (AVA_VLA.4, AVA_MSU.3, ALC_FLR.1), con fortaleza de funciones 
ALTA. Se hace extensible, por tanto, a la versión 1.26.40 del EP430S, la 
certificación que se otorgó a la versión 1.24.28 del mismo producto.

Segundo.–Esta certificación, su alcance y vigencia, y el uso de la con-
dición de producto certificado, quedan sujetos a lo establecido en el 
Reglamento de Evaluación y Certificación de la Seguridad de las Tecnolo-
gías de la Información.

Tercero.–El Informe de Certificación de la versión 1.24.28 del EP430S, 
el Informe de Mantenimiento para la versión 1.26.40 del mismo producto 
y la Declaración de Seguridad común a ambas versiones, se encuentran 
disponibles para su consulta en el Centro Criptológico Nacional.

Cuarto.–La presente Resolución entrará en vigor el día siguiente al de 
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 29 de septiembre de 2008.–El Secretario de Estado Director 
del Centro Criptológico Nacional, Alberto Saiz Cortés. 

 18049 RESOLUCIÓN 320/38223/2008, de 22 de octubre, de la 
Dirección General de Armamento y Material, por la que se 
homologa la munición ALCOTAN-ABK (m2), fabricada 
por Instalaza, S.A.

Recibida en la Dirección General de Armamento y Material la solicitud 
presentada por la empresa Instalaza, S.A., con domicilio social en la c/. Núñez 
de Balboa n.º 103, de Madrid, para la homologación de la Munición antibunker 
ALCOTAN-ABK (m2), fabricada en sus factorías ubicadas en la c/. Monreal n.º 
27 y Polígono 110 de Zaragoza y Polígono Industrial de Cadrete (Zaragoza).

Resultando que por el interesado se ha presentado la documentación 
exigida por el Reglamento de Homologación de la Defensa, Real Decreto 
324/1995 de 3 de marzo (BOE núm. 70) y que el Grupo de Trabajo, consti-
tuido para dirigir y coordinar las actuaciones técnicas, mediante informe 
n.º V2/2008/Edición 1, de 13 de octubre de 2008 ha hecho constar que los 
modelos presentados han superado satisfactoriamente los ensayos esta-
blecidos en el anexo I de la EMMA-01/2007 «Especificación Militar Espa-
ñola de Materiales para homologación del Sistema de Arma ALCOTAN-
100», de referencia para la homologación de esta munición.

Esta Dirección General, de acuerdo con lo establecido en el Real 
Decreto y visto el informe favorable emitido por la Comisión Técnico-Ase-
sora de Homologación, ha acordado homologar, de acuerdo con el ane-
xo I de la citada EMMA-01/2007, la Munición ALCOTAN-ABK (m2), fabri-
cada por Instalaza, S.A.

A esta homologación se le asigna la contraseña 1055.09 y validez de 
dos años a partir de la fecha de esta resolución, pudiendo los interesados 
solicitar la prórroga de la misma seis meses antes de la expiración de 
dicho plazo.

Lo que se hace público para general conocimiento.
Madrid, 22 de octubre de 2008.–El Director General de Armamento y 

Material, José Manuel García Sieiro. 


